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Según datos aportados a este Juzgado por el Servicio de Inspección del Consejo General del 
Poder Judicial, el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 1 de Berja cuenta con una 
carga de trabajo del 148% en la sección penal y de un 170% en la sección civil”.

Sin entrar en los detalles de la situación del Juzgado en las concretas materias de los procedimientos 
civiles y penales, sí transcribimos la parte referida a la falta de medios personales en el Registro Civil, 
cuya competencia también tiene atribuida:

“… Igualmente se requiere el nombramiento de una persona de refuerzo para el Registro 
Civil. Precisamente, ante la soledad profesional de Dña. (funcionaria 1), empleada pública 
encargada de la tramitación de todos los expedientes en nuestro Registro Civil, opté, entre los 
meses de febrero y marzo del pasado año, por compatibilizar las labores en ambos órganos 
para  Dña. (funcionaria 2),  asumiendo sus nuevas funciones de manera ejemplar, más que 
correcta y con plena disponibilidad, sin poner reparo alguno.

Sin embargo, es cierto que  Dña. (funcionaria 2) está adscrita como personal de refuerzo para 
el Registro Civil, desempeñando más funciones de las que debiera, al igual que muchos otros 
miembros del equipo del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº1 de Berja, de manera 
que se necesita el nombramiento de un miembro del Cuerpo de Tramitación procesal para 
desempeñar funciones en el Registro Civil, de forma que pueda aprender lo necesario antes 
de la jubilación de    Dña. (funcionaria 1) que, si no ha de cesar antes por cobertura de su plaza 
por personal titular, se jubilará el próximo día 14 de octubre de 2023.

De los hechos ya descritos se colige el carácter extraordinario de la situación y, dada la con-
currencia en el Partido judicial de Berja de dos únicos Juzgados con una fuerte carga de 
trabajo y guardias alternas, la necesidad de activar los mecanismos para la concesión de 
medios personales y materiales ...”

Ante este situación, es interés de esta Defensoría conocer la respuesta que se haya realizado y las 
medidas adoptadas para solventar dicha cuestión, encontrándonos a la espera del informe interesado 
a la Delegación Territorial.

Esto nos ha llevado a establecer como objetivo para el próximo año la tramitación de una queja de 
oficio que tendrá como objeto conocer la situación de los Registros Civiles en Andalucía, centrán-
donos en la regulación, funcionamiento y gestión de la cita previa, las relaciones de puestos de 
trabajo y las deficiencias que en materia de personal y material puedan tener.

2.3.2.2.3. Justicia Gratuita

Si bien en apartados anteriores hacemos referencia a la limitación de nuestro ámbito competencial 
en materia de Justicia, sin embargo en el reconocimiento del beneficio de la justicia jurídica gratuita, 
al ser un procedimiento administrativo, sí tenemos capacidad de supervisión sobre la tramitación y 
resolución de los expedientes, con la salvedad de la resolución del recurso contra la denegación del 
reconocimiento por las Comisiones Provinciales de Asistencia Jurídica Gratuita, que resuelve el juez 
que por turno le corresponda.

Esta cuestión fue objeto de valoración en el seno del expediente de queja 21/1137, en donde la intere-
sada tras serle designado letrado y no atender sus repetidas solicitudes procedió a interponer queja 
ante el Colegio de Abogados de Jerez de la Frontera (ICA).

Así, finalmente se nos traslada por el Colegio de Abogados la comunicación realizada a la interesada 
en el sentido de que “habiendo solicitado cambio de Letrado … se ha resuelto NO PROCEDER AL 
CAMBIO SOLICITADO, por no haber causa que lo justifique, ya que el retraso del procedimiento se 
debe a problemas de lentitud procesal, no a la inacción del letrado”.

Una escueta notificación a su petición de cambio de letrado, sin pie de recurso ni fundamentación 
jurídica, sin conexión alguna con la queja presentada, no se documenta ni el número de expediente 
dado a la queja de la interesada, siguiendo así el mismo criterio que el expuesto en el contexto del 
informe recibido en la queja 21/0880 donde se pronunciaban en sentido de “….no somos una enti-

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/colegio-de-abogados-de-jerez-de-la-frontera-mejoras-en-el-registro-tramitacion-y-notificacion-de-los
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dad administrativa y que en el ejercicio de nuestra actividad nuestras resoluciones no llevan pie de 
recurso...”.

Tras la fundamentación jurídica que contiene la Resolución dictada, realizamos las siguientes con-
clusiones:

Sobre la tramitación del expediente de queja presentada en el Colegio de Abogados por la intere-
sada frente al letrado que tenía designado de oficio, no se acredita el número de expediente que lo 
identifique, ni el trámite dado a la queja presentada, solo se conoce el primer comunicado de acuse 
de recibo.

En este sentido, el Reglamento de Procedimiento Disciplinario para el ámbito territorial de Andalucía, 
anexo del Estatuto del Consejo Andaluz de Colegios de Abogados, regula el procedimiento a seguir 
tras la denuncia de un comportamiento no ajustado a los deberes profesionales, colegiales o deon-
tológicos, facultándose a realizar una Información Previa para determinar si concurren circunstancias 
que justifiquen el inicio de expediente disciplinario (art. 11).

Por lo tanto, tras el escrito de queja y la notificación de la admisión a trámite debió de iniciarse expe-
diente administrativo para la tramitación de la misma y, en caso de considerarse necesario, abrirse 
un periodo de información previa que hubiera concluido conforme a cualquiera de los supuestos 
establecidos en el artículo 11.5 del citado Reglamento.   

Respecto a la comunicación a la interesada denegando el cambio de letrado, no se hace referencia 
a ningún expediente administrativo, tampoco a ninguna fase del procedimiento, ni se le da pie de 
recurso contra dicha decisión.

En este sentido, la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, regu-
ladora de los Colegios Profesionales de Andalucía, reco-
ge que aunque no son propiamente Administraciones 
Públicas, sí ostentan una personalidad jurídico-pública 
a la que se une el ejercicio de funciones públicas que 
le son encomendadas por la Ley o por la Administra-
ción, viniendo caracterizadas por la normativa vigente 
como corporaciones de derecho público, y por tanto se 
configura su régimen jurídico sometiendo su actuación 
jurídico-pública al Derecho Administrativo (art. 34.1).

Por su parte, la Ley 1/1996, de 10 de enero, reguladora de 
la concreta actividad de los colegios de abogados, en 
relación al reconocimiento del beneficio de la asisten-
cia jurídica gratuita, configura dicha función como una 
actividad esencialmente administrativa que «descan-
sa sobre el trabajo previo de los Colegios profesionales, 
que inician la tramitación ordinaria de las solicitudes, 
analizan las pretensiones y acuerdan designaciones o 
denegaciones provisionales» (Exposición de Motivos y 
art. 12 y sigs.).

Y respecto a que “solo son recurribles las resoluciones de 
la Comisión Provincial de Justicia Gratuita”, el artículo 21 
bis de la Ley 1/96 establece en su apartado 5º que «Las 
resoluciones que denieguen el derecho a la designa-
ción de nuevo profesional podrán ser impugnadas por 
el beneficiario de la asistencia jurídica gratuita, en los 
términos del artículo 20».

Entendemos que se debe hacer la interpretación más 
beneficiosa para el ciudadano, refiriéndose por tanto 
a la resolución denegatoria de la Comisión Provincial 
como a la del Colegio de Abogados, recogidas en los 
apartados precedentes del mismo artículo.

Tenemos capacidad 
de supervisión 
sobre la tramitación 
y resolución de 
los expedientes, 
con la salvedad de 
la resolución del 
recurso contra la 
denegación del 
reconocimiento 
por las Comisiones 
Provinciales de 
Asistencia Jurídica 
Gratuita
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Finalmente, tras dichas conclusiones se realizaron dos Recomendaciones que fueron aceptadas por 
el ICA; una primera, relativa a que todo escrito de queja dirigido al ICA, referido a actuaciones rela-
cionadas con funciones públicas que le son encomendadas por la Ley o por la Administración, sea 
registrado con la referencia y tipo de asunto que le corresponda, e iniciado y tramitado expediente 
administrativo en el caso contemplado en la normativa de referencia.

Así como una segunda, consistente en que en aquellos actos administrativos que se dicten contra los 
que quepa algún tipo de recurso, figure dicha información al pie de la comunicación que se realice.

Cuestión similar ha sido objeto de tramite en la queja 23/5718 en la que el interesado le es designado 
letrado de oficio, y transcurrido más de un año desde dicha designación presenta escrito con fecha 
29-5-23 ante el Colegio de Abogados de Cádiz indicando expresamente lo siguiente: “CAMBIO DE 
LETRADO Y QUEJA ya ha pasado más de un año y ni siquiera se ha presentado la querella”, reci-
biendo como respuesta con fecha 15-6-23:

“En contestación a su escrito, interesando el cambio de Abogado de Oficio, por medio de la 
presente le informo que, una vez obtenida la información pertinente, no procede tal cambio 
de Letrado, al resultar insuficientes las razones alegadas y analizadas adecuadamente las 
circunstancias concurrentes”.

Debemos indicar que en la resolución emitida no nos hemos pronunciado sobre si procede o no el 
cambio de letrado solicitado, si no a valorar si la tramitación del expediente ha supuesto o no una 
vulneración de los derechos del interesado, y a considerar las siguientes cuestiones: incoación del 
expediente, motivación suficiente de la decisión adoptada, recurso que cabe interponer ante la de-
cisión adoptada, e insostenibilidad de la pretensión.

Respecto a estas cuestiones, realizamos la misma consideración ya comentada anteriormente en 
la queja 21/1137 respecto a la regulación que la Ley 10/2003, de 6 de noviembre hace de los Colegios 
Profesionales de Andalucía.

En cuanto a la incoación de expediente, tanto el escrito de respuesta recibido por el interesado como 
el informe evacuado a esta Defensoría, carecen de referencia alguna a expediente incoado al efecto, 
limitándose a adjuntarnos copia del escrito formulado por el interesado y de las alegaciones ofrecidas 
por el letrado, en base a los cuales se determinó la improcedencia de cambio de letrado.

Siendo la pretensión del interesado doble, que le sea nombrado nuevo letrado y presentar queja 
contra el letrado que tiene designado, consideramos importante conocer ante qué tipo de expe-
diente nos encontramos, y teniendo en cuenta la referencia manuscrita existente en el escrito de 
alegaciones del letrado, parece que se incoa expediente de queja (n.º156). Sin embargo, la respuesta 
recibida por el interesado no resuelve queja alguna y se limita a denegar la solicitud de cambio o 
sustitución de letrado.

Si estuviéramos ante un expediente de queja con el objeto de verificar la afirmación del interesado 
-”ya ha pasado más de un año y ni siquiera se ha presentado la querella”-, entendemos que proce-
dería el inicio de la Información Previa que regula en su articulo 11 el Reglamento de Procedimiento 
Disciplinario para el ámbito territorial de Andalucía, anexo del Estatuto del Consejo Andaluz de Co-
legios de Abogados.

Podríamos entender que, a tenor de las alegaciones del letrado, procedería el archivo de dicha Infor-
mación Previa, pero ni se ha producido la notificación que establece el artículo transcrito (art. 11.3), 
ni en la comunicación al interesado se hace referencia a archivo alguno (art. 11.5), sino tan solo a que 
no procede la solicitud de cambio de Abogado de oficio.

Si por el contrario, estuviésemos ante una mera solicitud de cambio o sustitución del letrado designa-
do, la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita viene a establecer  que  «recibida la solicitud, dicho Colegio 
dará traslado por cinco días al profesional cuya sustitución se interesa, resolviendo a continuación 
de forma motivada en el plazo de quince días» (art. 21bis.2).

Esto nos lleva a la segunda y tercera cuestión, la falta de motivación y pie de recurso, ya que en todo 
caso la decisión adoptada ha de ser suficientemente motivada, fundamentación que no se produce 
en la respuesta recibida por el ciudadano y que lo deja en situación de indefensión. Y además, «Las 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-colegio-de-abogados-que-registre-el-escrito-con-la-referencia-y-tipo-de-asunto-que
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resoluciones que denieguen el derecho a la designación de nuevo profesional podrán ser impugna-
das por el beneficiario de la asistencia jurídica gratuita, en los términos del artículo 20» (art. 21 bis.5), 
cuestión comentada anteriormente en la queja 21/1137.

Por último, a la hora de analizar una posible insostenibilidad de la pretensión del ciudadano, el art. 
32 de la Ley 1/1996 es meridianamente claro al indicar que «Cuando el Abogado designado para un 
proceso considere insostenible la pretensión que pretende hacerse valer, deberá comunicarlo a la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, dentro de los 15 días siguientes a su designación, exponiendo 
los motivos jurídicos en los que fundamenta su decisión. Transcurrido dicho plazo sin que se produzca 
tal comunicación, o sin que el Abogado pida su interrupción por falta de la documentación necesaria 
para evaluar la pretensión, éste queda obligado a asumir la defensa».

Encontrándose el presente Informe Anual en fase de elaboración, hemos recibido del Colegio de 
Abogados de Cádiz la aceptación de las Recomendaciones anteriormente realizadas.

2.3.2.3. Memoria democrática
En consonancia con la Ley 20/2022, de 19 de octubre, de Memoria Democrática y Ley 2/2017, de 28 de 
marzo, de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía, esta Defensoría se muestra comprometida 
con los valores de las normativas estatal y autonómica en materia de Memoria Democrática, habiendo 
tramitado quejas remitidas tanto por ciudadanos particulares como por Entidades Memorialistas, así 
como las iniciadas de oficio para conocer las actuaciones de las administraciones públicas al respecto.

En cuanto a la eliminación de elementos contrarios a la Memoria Democrática, regulados en el 
artículo 35 de la ley nacional y artículo 32 de la ley autonómica, ya hemos hecho referencia al amplio 
grado de cumplimiento de la norma.

Sin embargo, una cuestión que nos sigue preocupando a este respecto ha sido la comunicación por 
algunas corporaciones locales, que ante la falta de certeza de considerar algunos elementos como 
contrarios a la memoria democrática, habían elevado consulta -tal y como establece la norma- al 
Comité Técnico de la actual Consejería de Turismo, Cultura y Deporte.

Misma situación que nos encontramos en la queja 22/8573, expediente de oficio iniciado en relación 
a las denominaciones de centros educativos que pudieran ser contrarios a la Memoria Histórica 
y Democrática, donde es la propia Administración Autonómica -la Consejería de Educación- la que 
traslada consulta al Comité Técnico.

Así, inicialmente tras solicitar información a la Dirección General de Planificación y Centros de la 
Consejería de Educación de la Junta de Andalucía, se nos comunicó el traslado de dicha solicitud a 
la Viceconsejería de Turismo, Cultura y Deporte, respuesta que aún no se ha producido.

Y es que esta cuestión viene de lejos, ya en 2020 iniciamos de oficio la queja 20/2502, relativa a la crea-
ción del Comité Técnico que establece el artículo 32.6 de la Ley Andaluza de Memoria Democrática, 
y que se archivó en diciembre de ese año tras la publicación de la Orden de 27 de julio de 2020 por 
la que se crea y regula dicho comité.

Posteriormente, en octubre de 2021, tras tener conocimiento por una comparecencia en el Parla-
mento de la Sra. Consejera de Cultura y Patrimonio Histórico de que aún estaban por nombrar los 
componentes del comité técnico,  consideramos oportuno dirigirnos nuevamente a la Viceconse-
jería de Cultura con objeto de que se nos informara al respecto, comunicándonos con fecha 15 de 
noviembre siguiente el Comisionado para la Concordia que aún quedaba por encontrar a uno de los 
tres miembros para poder constituir el citado Comité.

A tenor de dicha información, se continuó sin éxito solicitando reiteradamente información al res-
pecto, por lo que se estimó oportuno la incoación de oficio de la queja 23/4327 ante la Consejería de 
Turismo, Cultura y Deporte, a fin de conocer, la fecha en la que tiene previsto conformar el comité 
técnico, habiéndose recibido a tal efecto, en el mes de julio pasado, el siguiente informe de la Sra. 
Comisionada para la Concordia:

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2022-17099
https://www.boe.es/buscar/pdf/2017/BOE-A-2017-4348-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2017/BOE-A-2017-4348-consolidado.pdf
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-las-medidas-para-eliminar-los-nombres-de-centros-educativos-contrarios-a-la-memoria
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-la-eliminacion-de-elementos-aun-no-retirados-contrarios-a-la-ley-de-memoria-6
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-informan-de-que-constituiran-el-comite-tecnico-sobre-simbolos-contrarios-a-la-memoria
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